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TRÁMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD. Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los tramites que a nivel administrativo se presenten entre los diferentes entidades prestadoras del servicio de salud,  son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.
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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de marzo de dos mil diecisiete
Acta N° 0     de 22 de marzo de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por JOSE ALBEIRO MARULANDA FLÓREZ contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD MILITAR, el DISPENSARIO MÉDICO No 3029 BATALLÓN DE ARTILLERÍA No 8 “Batalla de San Mateo” y vinculada la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor José Albeiro Marulanda Flórez que es pensionado por invalidez del Ejército Nacional; que desde hace 16 años fue diagnosticado con espondiloatrosis, enfermedad cuyo tratamiento le ha generado la aparición de otras enfermedades como gastritis crónica y la aparición de un quiste Aracnoidocele intraselar, ordenándose por su médico tratante la ingesta de ORAZOLE CAP x 20 MG, el cual fue negado.

Refiere que el tratamiento de la patología principal está siendo suministrado por la Dirección de Sanidad Militar (sic) del Batallón San Mateo Octava Brigada, en virtud a un fallo de tutela, pero se niegan a brindarle los procedimientos y servicios que requieren las nuevas patologías, porque alegan que no se encuentra cubierto por la orden constitucional; informa también que en la actualidad está siendo atendido por especialistas en reumatología, medicina interna, gastroenterología, siquiatría, neurología y otorrinolaringología, pero frente a ésta última no ha sido autorizado el servicio por falta de convenio.
Sostiene que las accionadas han vulnerado sus  derechos fundamentales a la vida, dignidad humana, seguridad social y salud, por lo que solicita su protección y como consecuencia pide que se ordene a la Dirección General de Sanidad Militar-Batallón San Mateo (sic), la entrega del medicamento ORAZOLE CAP X 20, la consulta con los especialistas en otorrinolaringología y neurología, así como el tratamiento integral derivado de las patologías que actualmente padece.
TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se corrió traslado a la Dirección Nacional de Sanidad Militar y al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” por el término de (2) días.
La primera entidad se vinculó a la litis haciendo un recuento normativo relacionado con el subsistema de salud de las Fuerzas Militares y de Policía para precisa que dentro de sus funciones no se encuentra la prestación de servicios asistenciales, pues ello es del resorte de la Dirección de Sanidad de cada una de las fuerza, debiendo entonces, en este caso, vincular a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.

El Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, dentro del mismo término guardó silencio.

La Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, se vinculó al trámite informando que al actor, en virtud de una acción de tutela anterior se le han presentado los servicios que ha requerido y que en virtud a ello le ha sido suministrado el medicamento denominado “omeprazol”, que contiene el mismo princpio activo de la marca comercial denominada Orazole, por lo que considera que esa entidad no ha incurrido en la vulneración que se le imputa.
Respecto a las valoraciones por otorrinolaringología y neurología, afirma que su autorización corresponde al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, pues es la entidad encargada de prestar sus servicios y cuenta con los recursos destinados para la atención de ésta paciente y se encuentran disponible en la ciudad de Pereira.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
 ¿Se vulnera el derecho a la salud, al negar al actor el medicamento denominado orazole capsulas por 20 mg y la valoración por los especialistas en neurología y otorrinolaringología?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:
1.  PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por la esa Corporación, en recientemente en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.
Frente al derecho a la salud de los adultos Mayores, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional precisó en la T-0096-2016: 

“Precisamente, esta Corte ha tenido oportunidad de enfatizar que las personas de la tercera edad son acreedoras de esa particular protección, dadas las circunstancias de indefensión en que se encuentran y la etapa de su vida que atraviesan. Como se ha dicho, ellas ven obligadas a “afrontar el deterioro irreversible y progresivo de su salud por el desgaste natural del organismo y consecuente con ello al advenimiento de diversas enfermedades propias de la vejez”, por lo cual recae en el Estado una obligación reforzada de disponer todos los servicios de salud para garantizarles unas condiciones de vida dignas”. 

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
En cumplimiento de dicha directriz se dictó el Acuerdo N° 052 de 2013 (abril 1º), “Por el cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP, y se dictan otras disposiciones”, creando adicionalmente el Comité Técnico Científico de Autorización de Medicamentos fuera del Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, siendo criterios para su convocatoria los dispuestos en el artículo 8º, que refieren:

“(…)
a) Que la prescripción del medicamento no incluido en el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica del SSMP, sólo podrá realizarse por un médico u odontólogo especialista habilitado por las Direcciones de Sanidad Hospital Militar Central u Hospital Naval de Cartagena según corresponda.
b) Que la prescripción de estos medicamentos será consecuencia de haber utilizado y agotado las posibilidad terapéuticas del presente Manual, sin obtener respuesta clínica o paraclínica satisfactoria en el término previsto en sus indicaciones, o del observar reacciones adversas intoleradas por el paciente, o porque existan contraindicaciones expresas sin alternativa en el Manual. De lo anterior se deberá dejar constancia en la historia clínica del paciente y en la justificación presentada ante el Comité Técnico Científico. 
c) Debe existir un riesgo inminente para la vida y salud del paciente, lo cual debe ser demostrable y constar en la historia clínica respectiva o en los soportes enviados.  

d) Sólo podrán prescribirse medicamentos que se encuentren debidamente autorizados para su comercialización y expendio en el país. 

e) No se podrán autorizar medicamentos que se encuentren en etapa experimental o no cuenten con la suficiencia científica demostrada para su utilización.
PARÁGRAFO. En el caso de medicamentos que no tengan autorización expresa de INVIMA para indicación o patología requerida, el médico especialista tratante deberá adjuntar el (los) soporte(s) de la evidencia científica del mismo, autorizaciones de otras agencias reguladoras internacionales (EMEA, FDA) y el consentimiento informado firmado por el paciente (Anexo 6).”

Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”.
Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, la Sala de Casación Laboral recientemente indicó:

“Además, no sobra recordar que la Ley 352 de 1997 especificó que el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares está constituido, entre otros, por la Dirección General de Sanidad y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quienes en virtud de los principios de obligatoriedad, protección integral, descentralización, desconcentración, unidad y atención equitativa y preferencial, tendrán que trabajar de manera armónica con el fin de brindar una efectiva atención en salud a sus afiliados y beneficiarios y para ello deberán hacerse cargo de la prevención el diagnóstico, el tratamiento y la rehabilitación de cada uno. 

Lo anterior, aunado a que el Decreto 4782 de 2008 estableció como funciones de la Dirección General de Sanidad Militar la de dirigir y coordinar los planes y programas en salud para el funcionamiento del sistema y contratar, dirigir y comprometer el gasto de los recursos para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados, todo ello, se insiste, bajo un trabajo conjunto con las direcciones de sanidad de cada fuerza, en este caso, la Militar, quien tiene la obligación específica de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención”. 

3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los tramites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud, son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnostico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.

4. CASO CONCRETO

Lo primero que debe precisarse es que en el presente asunto, el actor desde el libelo inicial, indicó que producto de un fallo de tutela se encontraba recibiendo atención integral respecto a la patología denominada “Espondiloartrósis” y que la presente acción hubo de iniciarla por cuanto el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, no considera que los nuevos diagnósticos sean consecuencia de ésta enfermedad.

En efecto, luego de analizada la historia clínica del actor, no se encuentra evidencia médica que indique que la gastritis crónica y el quiste aracnoidocele intraselar se originaron por la ingesta de medicamentos para tratar la “Espondiloartrosis” que padece o que sean secuelas de la evolución de ésta.

En ese sentido ningún viso de temeridad tiene la presente acción, pues es evidente de los hechos en que se fundamenta y el amparo que pretende son diferentes a los que lo llevaron a iniciar la tutela precedente.

Claro lo anterior, debe decirse que el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, según documento que obra a folio 57 y vto del expediente, suministró el medicamento denominado “esomeprazol”, el cual tiene el mismo componente activo del Omeprazol, hasta el 10 de agosto del año 2016, lo cual indica que la fórmula medica expedida el 20 de febrero de 2017, consistente en 60 capsulas de “Omeprazol cp 20 mg –Orazole denominación comercial-,  se encuentra pendiente de entrega, omisión que permite concluir que, en efecto, tal como lo narra el accionante el suministro del citado fármaco le fue negado.

En ese sentido y advirtiendo que no existen razones válidas para tal negativa para haber suspendido el suministro del fármaco, es evidente la vulneración del derecho fundamental a la salud del cual es titular el actor, motivo por el cual se dispondrá su protección.

Respecto a las valoraciones por las especialidades de neurología y otorrinolaringología, es del caso precisar que la historia clínica que obra en el plenario –fl 13 a 33, da cuenta de que el señor Marulanda Florez fue remitido ante el primero de los especialistas desde el día 9 de julio de 2015, como “prioritario con resultados”, debido al diagnóstico de “PEQUEÑO ARACNOIDOCELE INTRASELAR” que arrojó la Resonancia Magnética de cerebro con contraste que le fuera realizada el 15 de junio de 2015, sin que se advierta que éste servicio le ha sido prestado.
En lo que atañe a la segunda especialidad, se percibe de la misma epicrisis, que desde el año 2009 le fue practicada una Varcicocelectomía Bil-Resección Granuloma Vocal Derecho, por lo que requiere control, según nota de 25 de julio de 2014 señalado como “Prioritario”, sin que se evidencia que el mismo se haya realizado, pues según narra el demandante, no existe convenio con ningún galeno del ramo, afirmación que no mereció reparado de las llamadas a juicio.

Es entonces claro, que los servicios que requiere el señor Marulanda Florez no le han sido brindados uno sin justificación y otro por no mediar contrato, omisión que también torna evidente la vulneración del derecho fundamental a la salud, pues como se dijo con antelación, los trámites internos, administrativos o de índole interinstitucional en nada deben afectar la continua prestación del servicio de salud de los usuarios.

Consecuente con lo hasta aquí considerado, se tutelará el derecho a la salud del señor José Albeiro Marulanda Florez y se dispondrá  que la Dirección de Sanidad el Ejército Nacional, a través del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas realice todas las gestiones necesarias, para que sea suministrado al actor el medicamento denominado OMEPRAZOL  y sea valorado por las especialidades de Neurología y Otorrinolaringología.
Igualmente, se ordenará al Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” prestar de manera integral y sin ningún tipo de dilación, los servicios de salud que requiera el señor JOSE ALBEIRO MARULANDA FLOREZ para el tratamiento de la “gastritis crónica” y el “pequeño aracnoidocele intraselar” que actualmente padece, así como para la “resección granuloma vocal derecho”, en la cantidad, con las especificaciones y periodicidad que determine el médico tratante con el fin de  salvaguardar o recuperar la salud del paciente, o para minimizar sus padecimiento y poder llevar una vida en condiciones dignas. 

 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular del señor JOSÉ ALBEIRO MARULANDA FLÓREZ.

SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad el Ejército Nacional a través de la directora del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, Teniente Coronel Beatriz Silva Miranda, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, suministre al actor el medicamento denominado OMEPRAZOL y sea valorado por las especialidades de Neurología y Otorrinolaringología.
TERCERO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” a través de su directora, Teniente Coronel Beatriz Silva Miranda,  prestar de manera integral y sin ningún tipo de dilación los servicios de salud que requiera el señor JOSE ALBEIRO MARULANDA FLOREZ para el tratamiento de la “gastritis crónica” y el “pequeño aracnoidocele intraselar” que actualmente padece, así como para la “resección granuloma vocal derecho”, en la cantidad, con las especificaciones y periodicidad que determine el médico tratante con el fin de  salvaguardar o recuperar la salud de la paciente, o para minimizar sus padecimiento y poder llevar una vida en condiciones dignas.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-760 de 2008 
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